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En MADRID, a cinco de Octubre de dos mil quince.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por auto de fecha 9 septiembre 2015 se acordó la suspensión cautelar solicitada por la representación procesal de la parte actora D……., previa caución de 822.497’64 euros más intereses y  a presentar en un plazo de dos meses.

SEGUNDO.- Contra dicho auto se interpuso recurso de reposición por la parte actora del que se dio traslado al Abogado del Estado que solicitó la desestimación del recurso de reposición por escrito que queda unido a autos con entrega de copia a las partes.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- La cuestión que suscita la parte recurrente en reposición consiste en que se ha solicitado una elevada garantía difícil de afrontar por la parte y que estamos ante una responsabilidad subsidiaria de evidente naturaleza sancionadora que debería llevar a una suspensión cautelar sin garantía alguna.

La adopción de medidas cautelares contempladas en los artículos 129 y s.s LJCA es una facultad atribuida al juzgador con el fin de asegurar la efectividad de la sentencia, y, podrán acordarse, previa valoración circunstanciada de todos los intereses en conflicto, únicamente cuando la ejecución del acto o la aplicación de la disposición pudieran hacer perder su finalidad legítima al recurso.

Así pues la finalidad de la medida cautelar es pues como ha señalado el Tribunal Supremo (Auto de 9 de marzo de 1999), “únicamente el aseguramiento de la efectividad de la sentencia o del resultado del proceso cuando sea necesario, y la trascendencia de la ponderación de todos los intereses en conflicto, generales o de terceros, cuya frecuente tensión, por hallarse habitualmente enfrentados, entre otros, los de efectividad de la decisión judicial y los de eficacia administrativa (arts. 24,1 y 103 de la Constitución), ha de solucionarse a base de ponderar, casuísticamente, su preeminencia o prevalencia, en vista de la dificultad de fijar reglas generales, habida cuenta también del criterio que resulta de la Exposición de Motivos de la anterior Ley Reguladora de esta Jurisdicción, a cuyo tenor, al juzgar sobre la procedencia de la suspensión a que se refería, habría de considerarse ante todo, la medida en que el interés público exija la ejecución, para otorgar la suspensión, con mayor o menor amplitud, según el grado en que el interés público esté en juego, lo que imponía examinar el “grado” de dicho interés público, para adoptar la pertinente resolución sobre la suspensión de la ejecución, aunque sin poder prejuzgar la cuestión de fondo, al no ser el incidente de suspensión cauce procesal idóneo para decidir sobre la que es objeto del litigio (Autos de 19 de mayo y 12 de noviembre de 1998, y de 28 de enero de 1999)”.

SEGUNDO.- La resolución impugnada, cuya ejecutividad se pretende que se suspenda,  declara la responsabilidad solidaria del recurrente por las deudas tributarias  de la entidad TOP OIL SA por incumplir las órdenes de embargo.

El Auto impugnado, acuerda la suspensión cautelar que la parte actora solicita pero lo supedita a la aportación de garantías que no necesariamente deben consistir en un aval, puede ser de cualquier naturaleza de las admitidas en derecho. 

Además debe decirse que la ejecutividad del acto administrativo no haría perder la finalidad al recurso teniendo en cuenta la jurisprudencia reiterada que señala que el contenido exclusivamente económico del acto administrativo no puede reputarse perjuicio de imposible o difícil reparación, toda vez que la Administración es por su propia naturaleza, organización y funcionamiento, una entidad pública responsable y solvente en grado máximo, por lo que la posible existencia de esos perjuicios económicos derivados de la ejecución del acto administrativo que posteriormente fuese anulado en vía jurisdiccional, no puede ofrecer ni ofrece dificultades en cuanto a la completa y adecuada reparación de los perjuicios y daños causados, fácilmente conseguible dada la solvencia de la Administración.

El actor manifiesta que no puede aportar el aval que se ha solicitado,  y aporta la resolución del TSJ Madrid  de 5 marzo 2014 que acuerda revocar la resolución del TEAR de 24 julio 2012, reclamación nº 18530/2011 que inadmite la suspensión cautelar sin garantía del acuerdo de derivación de responsabilidad solidaria.

Dicha resolución judicial analiza que el recurrente aporta dos solicitudes de aval denegatorios y que sus salarios y su declaración de renta no permiten considerar que se pueda aportar tal garantía. Y añade que tratándose de una responsabilidad solidaria y además debemos señalar que se trata de una sentencia firme que acuerda la suspensión cautelar sin garantía, y entendemos que la misma debe ser de aplicación en esta vía contenciosa administrativa.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación,

PARTE DISPOSITIVA
LA SALA, por y ante mí, el/la Secretario/a Judicial, siendo Ponente Ilmo./a Sr./Sra. Magistrado D./Dª.  BEGOÑA FERNANDEZ DOZAGARAT, ACUERDA: 

ESTIMAR  el recurso de reposición interpuesto contra el auto de fecha 9 septiembre 2015, y revocar el mismo en cuanto deniega la suspensión de la ejecución, y  se acuerda la suspensión cautelar de la resolución administrativo impugnada  sin garantía. Sin imposición de costas.

Líbrese oficio a la Administración, acompañando al mismo testimonio de la presente resolución para que disponga su inmediato cumplimiento.

Visto el contenido de lo resuelto, procédase a la devolución a la parte actora de la consignación de 25 euros efectuada en su momento haciéndose entrega del correspondiente mandamiento de pago en esta secretaría.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Contra la presente resolución no cabe interponer recurso alguno.

Así lo acuerdan, mandan y firman los Ilmos./Ilmas. Sres./Sras. al margen citados; doy fe. 
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